Andrade Vera, Edilia c/ Servicio de Salud - Corte Suprema - 23-dic-2009  Cita: ROL:3115-08, MJJ22715 
   Se confirmó la sentencia que rechazó la falta de servicios reprochada a un hospital si el demandante, debió ser sometido a una operación de reemplazo de cadera, lo que no fue efectuado por el cuerpo médico debido a complicaciones intraoperatorias propias de la referida cirugía y de las probanzas surge que los facultativos obraron de acuerdo a la lex artis evitando riesgo vital del actor. 
  Doctrina:  
1.- Corresponde rechazar el recurso de casación deducido contra la sentencia que rechazó la demanda de perjuicios por falta de servicio intentada contra un hospital, toda vez que en el caso, la demandante, ingresó al Hospital para una operación de su cadera derecha la que sería reemplazada por una prótesis, sin embargo ello no se hizo, debido a que durante la intervención hubo complicaciones intraoperatorias, que impidieron practicar el mencionado reemplazo y no se incurrió en error de derecho alguna cuando los jueces ponderando la prueba entendieron que la actuación de los médicos, fue de la esperada de acuerdo a la lex artis pues hubo lesión de vasos ilíacos externos derechos con hemisección de la arteria y vena ilíaca, complicación que constituye un riesgo propio para esta cirugía, difícil de detectar con antelación, frente a lo cual el equipo médico actuó en forma oportuna y exitosa, evitando riesgo vital en la paciente, de allí que no se vislumbre la infracción denunciada. 
2.- Constituye un error que no obstante impide ser acogido por no influir en lo dispositivo sustancial si, se demandó por falta de servicios y no se demandó a los médicos que intervinieron quirúrgicamente a la actora, pues la falta de servicio es el hecho determinante de la responsabilidad y no necesariamente la conducta de algún funcionario en particular así aunque la falta de servicio sea reconducible a la actuación de personas concretas, esto es, al acto individualizado de uno o más funcionarios, cuando se reclama la responsabilidad del Estado, la conducta del funcionario no se imputa a su persona, sino a la función pública que ejecuta, no impide que la responsabilidad del funcionario pueda ser hecha valer por la víctima o la Administración que en este caso puede repetir en su contra cuando la actuación del agente importe una falta personal, concepto este que está referido a una conducta dolosa o en extremo negligente.   
Fallo:  Santiago, 23 de diciembre de 2009.- 
Vistos: 
En estos autos rol Nº 3115-2008 caratulados "Andrade Vera Edilia con Servicio de Salud" sobre indemnización de perjuicios, la demandante ha deducido recursos de casación en la forma y en el fondo en contra de la sentencia de la Corte de Apelaciones de Puerto Montt que confirmó el fallo de primer grado que rechazó la demanda. 
Se trajeron los autos en relación. 
Considerando: 
I.- En cuanto al recurso de casación en la forma: 
Primero: Que la actora fundamenta el recurso de nulidad formal en tres causales. La primera en haberse dictado la sentencia impugnada en contra de otra pasada en autoridad de cosa juzgada de conformidad a lo previsto en la causal sexta del artículo 768  del Código de Procedimiento Civil. En efecto arguye que la sentencia de primera y consecuencialmente la de segunda, al declarar que el estatuto jurídico aplicable es el de la responsabilidad civil extracontractual ordinaria violan la sentencia interlocutoria declarada firme y ejecutoriada en esta misma causa por los mismos tribunales a quo y ad quem. Así la demandada opuso la excepción de ineptitud del libelo fundada en la supuesta imprecisión del régimen jurídico aplicable a la presente litis, o sea la disquisición entre la de responsabilidad extracontractual por falta de servicio y la responsabilidad extracontractual ordinaria. Al evacuar el traslado correspondiente, su parte solicitó el rechazo de la excepción por cuanto era evidente que se refería a la responsabilidad extracontractual por falta de servicio del Estado y así lo entendió el tribunal tanto al rechazar la excepción como al dictar el auto de prueba. Por su parte el tribunal de alzada también lo entendió así ya que confirmó el rechazo de la excepción dilatoria opuesta. De esta forma el estatuto jurídico de la responsabilidad extracontractual por falta de servicio del Estado quedó establecido por sentencia interlocutoria firme y ejecutoriada. Conforme a lo anterior al resolver en base a un estatuto jurídico distinto como lo es el de la responsabilidad extracontractual ordinaria se resolvió pasando por sobre una sentencia interlocutoria firme que causa cosa juzgada formal y material; 
Segundo: Que el segundo vicio formal denunciado radica en que la sentencia a juicio del recurrente se ha pronunciado con omisión del requisito exigido en el numeral sexto del artículo 170  del Código de Procedimiento Civil, esto es falta de decisión del asunto controvertido. Sostiene que dentro de los fundamentos de derecho en que se basa la demanda está la responsabilidad que afecta al servicio de salud de carácter extracontractual y de naturaleza objetiva que implica una falta de servicio por funcionamiento anormal o defectuoso de la demandada. Esta acción fue objeto de contestación y lo mismo se planteó en la réplica, sin embargo el fallo no se ha referido a ella; 
Tercero: Que en tercer término la demandante acusa que la sentencia ha incurrido en ultra petita de conformidad a la causal cuarta del artículo 768 del Código de Procedimiento Civil. Explica que el fallo en el considerando noveno razona que no puede prosperar la demanda por no haberse demandado personalmente a los médicos que participaron en la operación practicada a la actora, sin embargo en ningún momento fue objeto de controversia el sujeto pasivo de la acción, es más el Estado se hizo cargo del actuar de sus funcionarios, diciendo que no hubo falta de servicio de aquellos; 
Cuarto: Que al explicar cómo los vicios formales denunciados han influido sustancialmente en lo dispositivo del fallo, sostiene que de no haberse infringido el principio de la cosa juzgada, se habría llegado necesariamente a la conclusión que el estatuto jurídico por el cual se regía la presente causa es el de la responsabilidad extracontractual objetiva por falta de servicio de un órgano del Estado y conforme al mérito de los antecedentes que daban cuenta de una evidente falta de servicio se habría acogido la demanda. De igual modo de haberse pronunciado la sentencia respecto de la responsabilidad extracontractual objetiva del servicio también se habría acogido la demanda. Por último si no se hubiese incurrido en ultra petita, se habría concluido que correspondía pronunciarse acerca de los fundamentos de la apelación lo que hubiese permitido revocar la sentencia de primer grado y acoger la demanda; 
Quinto: Que en cuanto a la primera causal de nulidad formal denunciada, esto es haberse dictado la sentencia contra otra pasada en autoridad de cosa juzgada, la cuestión se plantea por cuanto la actora asevera haber fundado la demanda en un régimen de responsabilidad objetiva de falta de servicio del Estado, y la sentencia estima que si bien dicha responsabilidad fue latamente tratada en la demanda, no fue, sin embargo, objeto de peticiones concretas de parte de la actora por lo que confirmó el fallo de primer grado que rechazaba la demanda a base de la responsabilidad extracontractual ordinaria. Sin embargo, no es posible acoger la causal en estudio por cuanto la cosa juzgada debe estar referida a la pretensión de fondo y no a las alegaciones o defensas que han formulado las partes dentro del mismo pleito. Es decir para que ella sea procedente deben concurrir los requisitos que exige el artículo 177  del Código de Procedimiento Civil, esto es que un litigante haya obtenido en un juicio o que terceros se vean aprovechados por un fallo, siempre que entre la nueva demanda y la anteriormente resuelta se de la triple identidad a la que alude el artículo ya citado. De esta forma todo conduce a concluir que deben existir dos juicios "no uno como ocurre en este caso- y que en el segundo se alegue la excepción de cosa juzgada y pese a ello el fallo que se dicte en él no respete lo resuelto en el primero. De lo dicho puede advertirse que ninguno de estos requisitos se dan en la presente litis, por lo que la causal referida debe desecharse; 
Sexto: Que en lo que dice relación a la falta de decisión del asunto controvertido, en cuanto no se resolvió a juicio del recurrente la demanda fundada en la responsabilidad objetiva del Estado por falta de servicio, tampoco es posible acogerla. El asunto controvertido dice relación con la pretensión de la actora y la defensa de la parte demandada. En este caso, la demandante persiguió hacer efectiva la responsabilidad del Servicio de Salud y que en consecuencia se le condenara al pago de una indemnización, lo que fue rechazado por la sentencia impugnada al estimar que si bien la demanda se refiere al régimen de responsabilidad indicado, no hubo peticiones concretas a su respecto, de donde se desprende que la pretensión sí fue resuelta, aunque en forma desfavorable para los intereses de la demandante, lo que no habilita para sostener la existencia del vicio formal denunciado; 
Séptimo: Que en lo relativo a la causal de ultra petita en que se habría incurrido al sostenerse en la sentencia que la demanda no puede prosperar por no haberse demandado personalmente a los médicos que participaron en la operación de la actora -en circunstancias que nunca se cuestionó el sujeto pasivo de la acción-, tampoco ello es atendible, por cuanto los límites que tiene el sentenciador son las pretensiones de las partes y en este caso no se ha otorgado nada en exceso de lo que se haya pedido, ya que la sentencia rechazó aplicar el régimen de la falta de servicio por estimar que no existía petición concreta a su respecto; y el argumento de no haberse demandado a los médicos que intervinieron a la paciente, sólo se dio sin perjuicio del anterior, de manera que sólo cabe rechazar la causal en referencia; 
II.- En cuanto al recurso de casación en el fondo: 
Octavo: Que la actora sostiene que la sentencia de segundo grado ha incurrido en sendos errores de derecho que ameritan su invalidación. En primer término sostiene que el fallo vulnera lo dispuesto en los artículos 38  de la Constitución Política de la República, 4 y 42 de la Ley Nº 18.575 , al confirmar la sentencia apelada, debido a que de acuerdo a los antecedentes acompañados al proceso se encuentra acreditada la existencia de falta de servicio por parte del Servicio de Salud demandado, lo que unido a la prueba de los perjuicios y la correspondiente relación de causalidad, conducían a acoger la demanda. Refiere que este tipo de responsabilidad prescinde de toda consideración subjetiva relacionada con la conducta del agente público, basta así que la actuación del agente esté relacionada con el servicio u órgano público y que haya un vínculo directo de causalidad entre la acción u omisión y el daño producido para que se haga efectiva la responsabilidad. De este modo "argumenta- resulta indiferente si el daño de la administración deriva o no de la negligencia del servicio en su conjunto, porque de todos modos el Estado debe responder. Arguye así, que la no prestación de la atención médica requerida por su parte, trajo como consecuencia su invalidez; 
Noveno: Que como segundo capítulo de nulidad de fondo, se denuncia por la recurrente la vulneración de las leyes reguladoras de la prueba. Ello ocurre "en su concepto- al desconocer el valor probatorio que debe darse al medio de prueba documental, en especial al artículo 1700  del Código Civil, y al no otorgar valor probatorio a la prueba testimonial de acuerdo a las reglas del artículo 384  del Código de Procedimiento Civil. 
Así, alude al documento de fojas 92 emanado de la Unidad de Cuidados Intensivos del Hospital de Puerto Montt que da cuenta de la hemisección de los vasos iliacos, del shock hipovolémico y la anemia aguda que sufrió su parte en la operación material del litigio. Refiere además el Protocolo Operatorio de fojas 96 que da cuenta de la baja de presión de la paciente, de la cantidad de glóbulos que le tuvieron que suministrar para salvarle la vida y de que efectiva mente corrió riesgo vital consecuencia de la falta de servicio de la demandada. Estos documentos dan cuenta del hecho sustancial consistente en que no se prestó el servicio requerido a la demandante, cual era la artroplastía y que por el contrario la única intervención quirúrgica a que fue sometida fue la cirugía de urgencia realizada para salvarle la vida; 
Décimo: Que en lo que dice relación con la prueba testimonial, indica que ella tampoco se valoró de conformidad a la norma citada ya que existe la declaración de dos testigos contestes en los hechos y circunstancias, sin tachas, legalmente examinados y que dan razón de sus dichos quienes son funcionarios del Servicio de Salud demandado, que intervinieron directa o indirectamente en la operación y que dan cuenta de los daños que por falta de servicio se provocó a la actora. Sus dichos "que reproduce- permiten hacer plena fe que en el caso de su parte no se tomaron las mínimas precauciones que debe adoptar un profesional de la salud especializado, como lo es intervenir teniendo a la vista exámenes actualizados de la paciente, que es lo indicado para enfermedades degenerativas. A lo anterior se suman las declaraciones de los cuatros testigos de la propia demandante que también permiten establecer los daños sufridos; 
Undécimo: Que al explicar cómo los errores de derecho denunciados han influido sustancialmente en lo dispositivo del fallo refiere que de no haberse incurrido en ellos, se hubiese acogido la demanda; 
Duodécimo: Que son hechos de la causa por así haberlos establecido los jueces del fondo, los siguientes: A.- Que la demandante fue ingresada al Hospital de Puerto Montt, derivada del Hospital Aysén, con el objeto de realizársele una intervención quirúrgica por adolecer de artrosis en su cadera derecha (motivo sexto de la sentencia de primera instancia); 
B.- Que el 17 de julio de 1997 se practicó la intervención quirúrgica en cuestión (considerando sexto de la sentencia de primer grado); 
C.- Que, durante la intervención quirúrgica no se practicó el reemplazo de cadera derecha a raíz de complicaciones intraoperatorias, consistentes en que el avance de la enfermedad impedía practicar el mencionado reemplazo de cadera (fundamento sexto de la sentencia de primera instancia); 
D.- Que doña Edilia Vera fue derivada desde Aysén al hospital regional de Puerto Montt con el objeto de someterse a una artroplastía por padecer de artrosis en cadera derecha. Durante la intervención quirúrgica y al momento de abrirse la cápsula que protege la articulación de la cadera, se produjo una hemorragia profusa, realizándose diversas maniobras y solicitando ayuda a dos médicos que se encontraban en ese momento en el recinto asistencial, lográndose cohibir la hemorragia y estabilizar a la paciente (motivo undécimo de la sentencia de primer grado); 
Décimo tercero: Que en consideración a tales hechos, los jueces del grado estimaron que de acuerdo al punto de vista del petitorio de la actora sobre una indemnización de perjuicios por responsabilidad extracontractual, la demanda no podía prosperar desde que se demandó al Servicio de Salud Llanquihue, Chiloé, Palena, sin demandar a los médicos que intervinieron en la operación practicada a doña Edilia Elena Andrade Vera y que a su parecer habrían incurrido en negligencia médica, acreditándose dolo o culpa de los mismos. Por su parte y en cuanto a la responsabilidad objetiva del Estado, estimaron que aunque fue tratada en la demanda, no fue objeto de peticiones concretas por la demandante, sin perjuicio que tampoco se demandó a los médicos que a lo menos intervinieron directamente en la operación por lo que confirmaron la sentencia de primer grado que rechazó la demanda; 

Décimo cuarto: Que para entrar al análisis del recurso planteado, cabe precisar que la demandante circunscribe los errores de derecho a la no aplicación del estatuto jurídico de la responsabilidad del Estado por falta de servicio y a la violación de leyes reguladoras de la prueba que en su concepto conducen a demostrar que el Servicio de Salud demandado incurrió en la mencionada falta. Para abordar el tema debe recordarse que los jueces del grado no aplicaron el régimen de responsabilidad por falta de servicio por estimar que en cuanto a él, la demanda carecía de peticiones concretas, agregando como fundamento anexo que de todos modos no era posible acoger la pretensión de la demandante al no haberse demandado a los médicos que efectuaron la operación. Sobre el particular, el recurso en estudio no se refiere al tema del petitorio de la demanda, esto sólo fue abordado por la vía de la casación en la forma, lo que se desechó en los motivos precedentes; 
Décimo quinto: Que el argumento entregado en la sentencia impugnada concerniente a que no resulta factible acoger la demanda si no se ha demandado a los médicos que intervinieron quirúrgicamente a la actora, resulta errado. En efecto es la falta de servicio el hecho determinante de la responsabilidad y no necesariamente la conducta de algún funcionario en particular. De este modo aunque la falta de servicio sea reconducible a la actuación de personas concretas, esto es, al acto individualizado de uno o más funcionarios, cuando se reclama la responsabilidad del Estado, la conducta del funcionario no se imputa a su persona, sino a la función pública que ejecuta. Lo anterior no impide que la responsabilidad del funcionario pueda ser hecha valer por la víctima o la Administración que en este caso puede repetir en su contra cuando la actuación del agente importe una "falta personal", concepto este que está referido a una conducta dolosa o en extremo negligente; 
Décimo sexto: Que conforme a lo anterior, la actora no necesitaba demandar a los médicos que intervinieron en su operación para hacer efectiva la responsabilidad del Servicio de Salud por falta de servicio, como erróneamente se ha sostenido en la sentencia impugnada, para ello basta con demostrar que se ha incurrido en la falta mencionada; 
Décimo séptimo: Que sin perjuicio del error anotado, y aún sin consideración a la problemática del petitorio de la demanda, lo cierto es que de los antecedentes allegados al proceso no se vislumbra que el demandado haya incurrido en falta de servicio. En efecto, como reiteradamente ha sostenido esta Corte, la falta de servicio se ha hecho consistir en la circunstancia de que la Administración no preste el servicio debido, o que se lo preste tardíamente o en forma defectuosa, siempre en relación a un estándar de servicio público que el administrado tiene derecho a esperar. Concebido así el concepto, en el caso de autos, la demandante señora Edilia Andrade Vera, ingresó al Hospital de Puerto Montt para una operación de su cadera derecha la que sería reemplazada por una prótesis, sin embargo ello no se hizo, debido a que durante la intervención hubo complicaciones intraoperatorias, consistentes en que el avance de la enfermedad impedía practicar el mencionado reemplazo de la cadera, lo que se dejó asentado como hecho de la causa. Conforme a lo anterior, y tratándose de una actuación médica, correspondía determinar si el servicio esperado era factible de otorgarse de acuerdo a la lex artis que concierne al tema planteado y para ello, la actora pretende demostrarlo con la denuncia de la violación de normas que refiere como reguladoras de la prueba. Sin embargo, la sola circunstancia que en el documento de fojas 92 (actual fojas 94) se haga mención a que "hubo lesión de vasos ilíacos externos derechos con hemisección de la arteria y vena ilíaca"; o que en el de fojas 97 se indique su presión arterial y los glóbulos que tuvieron que suministrarle, no implica que se haya vulnerado el artículo 1700 del Código Civil. En efecto, en ninguna parte de la sentencia se ha desconocido o se ha hecho una afirmación contraria a la que contiene este documento, lo que sucede es que los jueces estimaron que conforme a la declaración de cuatro médicos la complicación sufrida por la paciente constituye un riesgo propio descrito para esta cirugía, difícil de detectar con antelación, frente a lo cual el equipo médico actuó en forma oportuna y exitosa, evitando riesgo vital en la paciente (considerando undécimo de la sentencia de primera instancia), de allí que no se vislumbre la infracción denunciada; 
Décimo octavo: Que tratándose de la valoración de la prueba testimonial y por ende de la vulneración del artículo 384 Nº 2 del Código de Procedimiento Civil, sabido es que dicha preceptiva no es norma reguladora de la prueba. Al contrario, el mencionado artículo se limita a otorgar diversas reglas para que los jueces puedan apreciar el valor de los testimonios, pero sin que ellas sean obligatorias para los magistrados de la instancia, de manera que escapan del control de casación que hace esta Corte por medio del recurso impetrado; 
Décimo noveno: Que de acuerdo a lo razonado, pese a que la sentencia analizada se equivoca al afirmar que se necesitaba demandar a los médicos para que pudiese prosperar la demanda, no resulta atendible acoger el recurso planteado, porque no se ha incurrido en falta de servicio, lo que lleva a concluir que no se han vulnerado aquellas normas que consagran este régimen de responsabilidad ni tampoco los artículos detallados en el segundo capítulo de casación, por lo que el recurso debe desestimarse. 
Por estas consideraciones y de conformidad además con lo dispuesto en los artículos 764 , 768 , 805  y 806  del Código de Procedimiento Civil se rechazan los recursos de casación en la forma y en el fondo interpuestos en lo principal y primer otrosí de fojas 278 contra la sentencia de veintiuno de abril de dos mil ocho, escrita a fojas 275. 
Regístrese y devuélvase con sus agregados. Redacción a cargo del abogado integrante señor Ruiz. Rol Nº 3115-2008. Pronunciado por la Tercera Sala de esta Corte Suprema, integrada por los Ministros S r. Adalis Oyarzún, S r. Pedro Pierry, Sr. Haroldo Brito y los Abogados Integrantes Sr. Arnaldo Gorziglia y Sr. Guillermo Ruiz. No firman, no obstante haber estado en la vista de la causa y acuerdo del fallo los Ministros señores Pierry y Brito por estar ambos en comisión de servicios. Santiago, 23 de diciembre de 2009. Autorizada por la Secretaria subrogante de esta Corte Sra. Carola Herrera Brümmer.  
 
  
